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Canal Toro-Zamora III y 
IV (Zamora)  . . . . . . . . 26,600 13,300 4.282 8,80

  Total  . . . . . . . . . . . . . 65,600 32,800 13.608 28,35
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Río Ebro de Alfaro, sec-

ción III (La Rioja)  . . . . 8,975 4,500 1.044 2,00
Acequia Gaén ( Teruel)  . 8,650 4,400 2.200 4,21
Sangarrén (Huesca)  . . . 7,896 4,000 1.969 3,76
Riegos de Bárdenas, s.5 

Biota (Zaragoza) . . . . . 9,625 4,900 1.197 2,29
Valls (Tarragona)  . . . . . . 5,181 2,600 226 0,43

  Total . . . . . . . . . . . . . . 40,327 20,400 6.636 12,69

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 754 REAL DECRETO 1769/2007, de 28 de diciem-

bre, por el que se modifica el Real Decreto 
824/2005, de 8 de julio, sobre productos ferti-
lizantes.

El Real Decreto 824/2005, de 8 de julio, sobre produc-
tos fertilizantes, estableció la normativa básica en materia 
de productos fertilizantes y las normas necesarias de 
coordinación con las comunidades autónomas.

En su artículo 8.3.c), establece que deberán estar obli-
gatoriamente envasados los abonos clasificados como 
peligrosos, de acuerdo con el Reglamento sobre clasifica-
ción, envasado y etiquetado de preparados peligrosos, 
aprobado por el Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero, 
y con el Reglamento sobre notificación de sustancias nue-
vas y clasificación, envasado y etiquetado de sustancias 
peligrosas, aprobado por el Real Decreto 363/1995, de 10 
de marzo.

En el artículo 2.49 del Real Decreto 824/2005, de 8 de 
julio, se define envase como «recipiente que puede ser 
precintado, utilizado para conservar, proteger, manipular y 
distribuir productos, capaz de contener hasta 1.000 kg».

Los productos contemplados como abonos en el Real 
Decreto 824/2005, de 8 de julio, utilizados en la agricultura 
española y clasificados como peligrosos, entre los que se 
encuentran el ácido nítrico y el ácido fosfórico, pueden 
distribuirse a los agricultores en cisternas para su uso en 
técnicas de fertirrigación, que presentan grandes ventajas 
tanto agronómicas como económicas y medioambienta-
les, siempre que se cumplan todas las normas de seguri-
dad de aplicación a fabricantes y transportistas, así como 
lo establecido en el Acuerdo Europeo sobre Transporte 
Internacional de Mercancías peligrosas por carretera 
(ADR), hecho en Ginebra el 30 de septiembre de 1957 y 
ratificado por España, y en sus anexos A y B vigentes.

Mediante este real decreto se procede a modificar el 
Real Decreto 824/2005, de 8 de julio, para posibilitar el 
transporte a granel de estos productos, así como se llevan 
a cabo determinadas modificaciones de carácter técnico 

en su articulado, para dar una mejor definición de su con-
tenido y corregir algunas de sus referencias.

En el proceso de elaboración de este real decreto han 
sido consultadas las comunidades autónomas y las enti-
dades representativas de los sectores afectados.

Este real decreto ha sido sometido al procedimiento 
de información en materia de normas y reglamentaciones 
técnicas, previsto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de 
julio, por el que se regula la remisión de información en 
materia de normas y reglamentaciones técnicas y regla-
mentos relativos a los servicios de la sociedad de la infor-
mación.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación, de Industria, Turismo y Comer-
cio, de Sanidad y Consumo y de Medio Ambiente, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 28 de 
diciembre de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 824/2005, 
de 8 de julio, sobre productos fertilizantes.

El Real Decreto 824/2005, de 8 de julio, sobre produc-
tos fertilizantes, queda modificado como sigue:

Uno. El apartado 9 del artículo 2 queda redactado 
como sigue:

«9. Abono inorgánico o abono mineral: abono 
obtenido mediante extracción o mediante procedi-
mientos industriales de carácter físico o químico, 
cuyos nutrientes declarados se presentan en forma 
mineral. Por convenio, la cianamida cálcica, la urea 
y sus productos de condensación y asociación y los 
abonos minerales que contienen nutrientes quela-
dos o complejados se clasifican como abonos inor-
gánicos.»

Dos. El apartado 23 del artículo 2 queda redactado 
como sigue:

«23. Abono hidrosoluble: fertilizante o abono 
de alta solubilidad, cuyo residuo insoluble en agua a 
15 º sea menor del 0,5 por ciento, cuando se utilice 
en la mayor concentración recomendada para su 
uso.»

Tres. El apartado 2 del artículo 3 queda redactado 
como sigue:

«2. Los “abonos CE” se regularán por el Regla-
mento (CE) n.º 2003/2003, así como por lo previsto 
en los artículos 8.3.a), 9.1, 12.1.h), en el capítulo VII y 
en la disposición adicional primera de este real 
decreto.»

Cuatro. El párrafo c) del artículo 8.3, queda redac-
tado de la siguiente manera:

«c) Los abonos clasificados como peligrosos, 
de acuerdo con el Reglamento sobre clasificación, 
envasado y etiquetado de preparados peligrosos, 
aprobado por el Real Decreto 255/2003, de 28 de 
febrero, y con el Reglamento sobre notificación de 
sustancias nuevas y clasificación, envasado y eti-
quetado de sustancias peligrosas, aprobado por el 
Real Decreto 363/1995, de 10 de marzo. No obstante, 
estos abonos podrán transportarse a granel cuando 
esta operación se realice según lo estipulado en el 
Acuerdo europeo sobre transporte internacional de 
mercancías peligrosas por carretera (ADR), hecho en 
Ginebra el 30 de septiembre de 1957 y ratificado por 
España, y en sus anexos A y B vigentes.»
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Cinco. El apartado 2 del artículo 14 queda redactado 
como sigue:

«2. En los productos con componentes orgáni-
cos, el fabricante ha de velar por el mantenimiento 
de la composición, riquezas y demás características 
garantizadas y asegurarse que siguen cumpliendo 
las condiciones especificadas en la regulación pre-
vista en el anexo V, mediante análisis de control con 
periodicidad, al menos, trimestral.»

Disposición final primera. Título competencial.

Lo dispuesto en este real decreto tiene el carácter de 
normativa básica, al amparo de lo establecido en el 
artículo 149.1.16.ª y 23.ª de la Constitución, que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva sobre bases y coordina-
ción general de la sanidad y legislación básica sobre pro-
tección del medio ambiente, respectivamente.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 28 de diciembre de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

 755 REAL DECRETO 9/2008, de 11 de enero, por 
el que se modifica el Reglamento del Domi-
nio Público Hidráulico, aprobado por el Real 
Decreto 849/1986, de 11 de abril.

La gestión del riesgo, uno de los aspectos fundamen-
tales que debe abordar un país moderno, es el hilo común 
de esta modificación del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1086, de 11 
de abril, que persigue como objetivo la protección de las 
personas y los bienes, y del medio ambiente, a través de 
la modificación de la normativa sobre inundaciones y de 
la introducción de un nuevo título relativo a la seguridad 
de presas, embalses y balsas. En el caso concreto de las 
inundaciones, España ha sufrido sus consecuencias tanto 
en repercusiones económicas como en pérdida de vidas 
humanas. El enfoque tradicional para abordar este riesgo, 
consistente en plantear soluciones estructurales (cons-
trucción de presas, encauzamientos, motas de defensa, y 
otros), se ha revelado insuficiente, por lo que resulta 
necesario profundizar en las medidas de gestión del 
riesgo como instrumento fundamental para mejorar la 
protección de la población.

Por lo que respecta a la nueva regulación en materia 
de seguridad de presas, embalses y balsas, hay que poner 
de manifiesto que, debido a la peculiar climatología de la 
península ibérica, que origina un régimen de precipitacio-
nes muy irregular en el tiempo y en el espacio, ha sido 
tradicional en España la construcción de presas y embal-
ses, superando en la actualidad el total de grandes presas 
de agua construidas en España la cifra de mil trescientas, 
lo que nos convierte en el país europeo con más obras 
hidráulicas de tales características, con una densidad 
de 2,4 presas por 1.000 km2, y unas 30 presas por millón 
de habitantes.

A este importante número de grandes presas en 
explotación se le añaden en la actualidad otras dos cir-

cunstancias relevantes. En primer lugar, el progresivo 
envejecimiento técnico y estructural de nuestras grandes 
presas, construidas fundamentalmente entre 1955 y 1970, 
por lo que su edad media se sitúa alrededor de los 35 
años, teniendo además un 20% de las mismas una edad 
superior a los 50 años. En segundo lugar, cada vez con 
más frecuencia, se observa la construcción de balsas de 
agua por iniciativa privada para diferentes usos, fuera de 
la zona de dominio público hidráulico. En algunas ocasio-
nes se trata de obras destinadas al aprovechamiento de 
aguas de naturaleza privada, pero en muchas otras, las 
balsas son anejas al aprovechamiento privativo de aguas 
públicas, aunque no se ubiquen en el dominio público y 
se realicen con posterioridad o con independencia del 
otorgamiento y del contenido del título concesional, de 
manera que la administración hidráulica no siempre tiene 
conocimiento, al menos formal, de las mismas. Estas bal-
sas han quedado tradicionalmente excluidas del ámbito 
de aplicación de la normativa de seguridad de presas, 
situación que no debe prolongarse.

Aunque el porcentaje de accidentes derivados de 
roturas de presas en nuestro país es inferior a la media 
mundial, la creciente sensibilidad social y ambiental 
frente a este problema y la necesidad de hacer frente de 
forma eficaz a las circunstancias antes mencionadas, 
hacen imprescindible mejorar e incrementar el control de 
la seguridad de las presas y embalses.

Respecto del primer ámbito de modificación del 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico, la entrada en 
vigor de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se 
establece un marco comunitario de actuación en el ámbito 
de la política de aguas y su transposición al derecho espa-
ñol ha introducido nuevos criterios a tener en cuenta para 
la protección del dominio público hidráulico, que se reco-
gen en el artículo 92 del texto refundido de la Ley de 
Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, 
de 20 de julio. Por otra parte, la Directiva 2007/60/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 
2007, relativa a la evaluación y gestión de los riesgos de 
inundación, introduce criterios para la gestión de este tipo 
de riesgos que deben ser aplicados por los países miem-
bros de la Unión Europea.

Este real decreto no es una transposición de la Directiva 
2007/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2007, si bien se incorporan los criterios que dicha 
Directiva establece en lo que se refiere a las zonas inunda-
bles. La creciente y rápida presión sobre los cauces, funda-
mentalmente urbanística, reduce día a día el espacio fluvial, 
incrementa los riesgos frente a las inundaciones y menos-
caba la protección medioambiental del domino público 
hidráulico, exigida por la Directiva 2000/60/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo.

Ambas directivas, una ya incorporada a la Ley de 
Aguas y la otra pendiente de incorporación, suponen el 
reconocimiento de que el dominio público hidráulico 
cumple funciones ambientales, de protección de los eco-
sistemas fluviales, de prevención de inundaciones y de 
prestación de otros servicios ambientales, que hasta la 
fecha no habían sido incorporadas de manera clara y 
expresa en el Reglamento del Dominio Público Hidráu-
lico, por lo que la reforma obedece a la necesidad de que 
su texto se ajuste a los requerimientos que directa e indi-
rectamente suponen esas nuevas funciones que la Ley de 
Aguas, por su parte, ya ha incorporado conceptualmente 
y de cara a la planificación de las cuencas conforme al 
nuevo modelo que supone la Directiva Marco del Agua. 
Por ello, el presente proyecto se basa en la competencia 
del Estado para promulgar legislación básica de protec-
ción del medio ambiente del artículo 149.1.23.ª de la Cons-
titución, sin perjuicio de otros títulos competenciales adi-
cionales que se mencionan en la disposición final 
primera.


